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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
IMPEDIMENTOS / AL IGUAL QUE LAS RECUSACIONES, REFLEJAN EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD / APLICA TAMBIÉN EL DE TAXATIVIDAD / HABER DADO CONSEJO O PARTICIPADO EN EL PROCESO / NO SE GENERA POR HABER TOMADO DECISIONES EN EL PROCESO / APROBAR PREACUERDOS, POR EJEMPLO.
… el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004… Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos…

“En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez…”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto…
… las causales de impedimento aducidas por la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, las que se encuentran establecidas en los numerales 4° y 6º del artículo 56 del C.P.P…
Para resolver lo anterior, se hace necesario señalar que para la procedencia de la aludida causal de impedimento, se torna necesario que la participación del funcionario judicial haya sido relevante es decir que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él se espera, es decir que ese tipo de participación debe corresponder a hechos que sean ajenos a las funciones jurisdiccionales concedidas al encargado de resolver el caso en conflicto…
En este sentido, teniendo en cuenta el grado y la forma de participación que hasta ahora ha tenido el A quo en el proceso, la Corte Suprema de Justicia ha sido clara en señalar que esta causal no se aplica por ejemplo a los Jueces que han evaluado preacuerdos con otros sujetos procesales por los mismos hechos que le corresponde juzgar, puesto que el funcionario judicial en momento alguno compromete su criterio e imparcialidad, cuando decide proferir un fallo como consecuencia de la aprobación de un preacuerdo o allanamiento…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, siete (7) de septiembre de dos mil veintidós (2.022)
Acta No. 788
Hora: 2:15 p.m. 
Procesado: EFRG.
Delito: Concierto para delinquir con fines de extorsión.
Radicación: 73001 60 00 000 2018 00003 01.
Asunto: No acepta impedimento.
ASUNTO:
Le corresponde a la Sala determinar lo relativo a las manifestaciones de impedimento realizada por la titular del Juzgado 2° Penal del Circuito Especializado, el cual no fue aceptado por su homóloga del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado ambos de la ciudad de Pereira, para continuar conociendo de los procesos penales seguidos en contra de los ciudadanos EFRG y WRL. 
ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:

Mediante escrito de acusación la Fiscalía General de la Nación, a través de su Delegado 3 Especializado de Ibagué, le endilgó entre a otros ciudadanos, a la señora ADPHL los delitos de extorsión agravada y concierto para delinquir agravado, y al señor EFRG, únicamente por el último de los reatos aludidos. 
El conocimiento del proceso fue en cabeza del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Ibagué donde se celebró audiencia de formulación de acusación. Posteriormente, en providencia celebrada el 15 de mayo de 2018, el Señor Juez manifestó la existencia de impedimento para continuar con el conocimiento de las actuaciones procesales y ordenó el traslado del impedimento para ser resuelto por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Ibagué.
Recibida la actuación, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Ibagué mediante pronunciamiento del 22 de mayo del 2018 aceptó el impedimento presentado, asumió el conocimiento de la actuación y consideró viable darle trámite al proceso, no obstante, a través de providencia del 20 de septiembre de 2018 manifestó impedimento para continuar con la actuación y ordenó remitir el expediente al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, despacho que avocó conocimiento de la investigación, despacho que procedió a celebrar la audiencia preparatoria el 19 de abril de 2021; la audiencia de juicio oral la instaló el 08 de septiembre de 2021, actuación en la cual la coacusada ADPHL aceptó los cargos que se endilgaban en su contra, generando que dicha célula judicial profiriera la respectiva sentencia condenatoria el día 11 de febrero del 2.022, a través de la cual se declaró la responsabilidad de dicha procesada como coautora del punible del concierto para delinquir agravado con fines de extorsión. 

En ese mismo proveído, la juez falladora manifestó que estaba impedida para continuar la actuación relacionada con el juzgamiento del señor EFRG dentro de la presente investigación, además de la radicada con el #73001 61 00 000 2018 00013 que se sigue en contra del ciudadano WRL, fundamentando tal determinación en los numerales 4° y 6° del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal.
Arguyó dicha funcionaria que al pronunciarse sobre el allanamiento a cargos realizado por la señora ADPHL conoció y analizó los E.M.P., la E.F. y la información legalmente obtenida, mediante la cual se determinó la responsabilidad de dicha ciudadana, y que al tiempo soportan la acusación en contra de EFRG, por lo que consideró había realizado un juicio anticipado frente a la responsabilidad del acusado EFRG en lo que respecta a los hechos materia de investigación. 

Sumado a lo anterior, dio a conocer que dentro de la causa que se adelanta en contra del señor WRL, por el delito de concierto para delinquir agravado, la cual se encuentra en etapa de juzgamiento, esa funcionaria, ha escuchado la declaración de 7 testigos, quienes han realizado un señalamiento concreto en contra de EFRG alias “el cabo rojas”, quien según la información vertida en dicho proceso, tenía relación directa con el señor WRL, fuera de que ya fue puesto en su conocimiento la manera en la cual operaba la organización criminal dentro del Establecimiento Penitenciario “Picaleña”, y al tiempo se estableció el rol de cada uno de los miembros de esa banda delincuencial dedicada a la extorsión desde dicha institución, y de la cual hacían parte esos dos ciudadanos. 
Así mismo la Juez Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira manifestó encontrarse bajo situaciones que influyen en su imparcialidad, objetividad e independencia judicial, ya que al momento de valorar las evidencias con las que cuenta la F.G.N. para fundamentar la acusación, en la sentencia expedida en contra de ADPHL, se hizo alusión  a los hechos que dieron origen a la investigación consistentes en la existencia de una banda delincuencial al mando del señor WRL quien se encontraba detenido en la cárcel “Picaleña” de Ibagué, desde donde extorsionaba por medio de llamadas telefónicas que eran efectuadas por ese sujeto y otros ciudadanos igualmente privados de la libertad y vinculados a dicha organización, quienes a través de la modalidad “TÍO – TÍA – PRIMA” engañaban a sus víctimas haciéndoles creer que algún familiar tenía un problema, o amenazándolas con el argumento de que estaban siendo contactadas por “CLAN DEL GOLFO”, “CLAN ÚSUGA”, “URABEÑOS” o “FARC”, y de esta manera obtenían dinero a través de giros realizados por las personas objeto de las llamadas extorsivas, por medio de las empresas GYROS, SUPERGIROS, EFECTY y MYGRO. De dicho grupo delincuencial hacía parte el señor EFRG quien era servidor del INPEC, y era el encargado de ingresar a ese penal los aparatos a través de los cuales se realizaban las llamadas, y facilitaba las operaciones desde las denominadas “oficinas” acondicionadas en las celdas para la realización de las llamadas extorsivas. 

En ese mismo proveído se hizo referencia al auto proferido por la S.P. de la C.S.J., AP2047-2019 radicado 55835 del 29 de mayo de 2.019, en el que se hizo referencia a un caso tramitado en el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, frente al que esa Colegiatura advirtió que la titular de ese despacho efectivamente había realizado un análisis frente a la responsabilidad de los procesados, pese a que en su providencia solo había hecho referencia a algunos nombres de algunos coprocesados, y en ocasión a ello, el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Ibagué no había aceptado un impedimento por ella propuesto, puesto que en esa providencia emitida por la C.S.J., se llegó a la conclusión que dicha juez había analizado los elementos de prueba frente al condenado de dicha causa, fuera de que se había referido al acerbo probatorio y había enlistado las actividades desplegadas por el ente acusador. 
Atendiendo tales los planteamientos esbozados por esa Colegiatura, la Juez Segunda Penal del Circuito Especializada de Pereira, se declaró impedida para continuar con el conocimiento de la presente actuación, así como la adelantada en contra del señor WRL, y en consecuencia dispuso la remisión de las diligencias a su homóloga del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad. 
La titular del último de los despachos aludidos, mediante proveído del 18 de febrero de 2.022, expuso que con base en los acuerdos PCSJA21-11853 y PSAA16-10507, no era la autoridad competente para pronunciarse frente al impedimento en cuestión, razón por la cual envió las diligencias al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta localidad para lo pertinente. 
Por medio del auto del 25 de febrero del año en curso, la funcionaria que funge como juez de dicho despacho, igualmente declaró su falta de competencia para definir lo relativo al impedimento propuesto por la Juez Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira, al considerar que existían preceptos legales, tales como los artículos 54 y 57 del C.P.P., que estaban siendo desconocidos al anteponer las directrices impartidas a través de un Acuerdo, por lo que consideraba que era la juez tercera penal del circuito especializado de Pereira, la llamada legalmente a emitir un concepto frente al impedimento propuesto. 
En cumplimiento a lo señalado en el artículo 57 de la Ley 906 de 2.004, el expediente arribó a esta Colegiatura donde a través de auto del 1° de abril de 2.022, en el que se definió que el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de esta localidad era el competente para darle trámite al impedimento propuesto por la Jueza Segunda de dicha especialidad y categoría, pues solo el legislador era el que legalmente estaba facultado para establecer, modificar, suprimir o ampliar las competencias de una autoridad, por lo que no resultaba procedente escudarse en las directrices impatriadas en materia administrativa para desconocer los mandatos legales.   
En la providencia del 2 de mayo del año que avanza, la Jueza Tercera Penal del Circuito Especializado de Pereira, decidió no aceptar el impedimento invocado por su homóloga del Juzgado Segundo, puesto que esta última funcionaria frente al allanamiento a cargos que había efectuado la señora ADRIANA DEL PILAR LLANOS HERRERA, solo había hecho un control de legalidad, en donde los elementos que respalda la aceptación de cargos, se enfocan a partir de la hipótesis fáctica que sustente la F.G.N., la cual a su vez, es aceptada por los intervinientes. 

Así mismo consideró que el hecho de haber mencionado al señor EFRG en la sentencia expedida por la falladora, corresponde al manejo de las hipótesis que se manejan, frente a las cuales no hay referencia probatoria de manera específica, máxime si no existió un análisis del cual se desprenda la convicción de la responsabilidad penal del señor EFRG, pues ese aspecto no era objeto del fallo expedido por ese despacho. 
Finalmente, hizo alusión a lo señalado por la S.P. de la C.S.J. en el auto AP4303-2018, Radicación N.°53753, en la que advirtió que, la sola decisión adoptada como consecuencia de la terminación abreviada del proceso, respecto a uno o varios coprocesados, no constituye por sí misma un preconcepto sobre la responsabilidad penal aplicable a las demás personas que están siendo investidas por los mismos hechos punibles, por lo que no se puede predicar una afectación a la imparcialidad y a la independencia judicial. 

En consecuencia de lo anterior, se dispuso la remisión de las diligencias a este Cuerpo Colegiado, para que se le diera trámite a lo establecido en el artículo 57 del C.P.P. 

CONSIDERACIONES:
- Competencia:

Esta Sala de Decisión Penal en acatamiento de los artículos 57 y 33, numeral 5 del C.P.P., es competente para asumir el conocimiento del presente asunto.
- El problema jurídico:

El problema jurídico que debe resolver la Sala, es determinar: 

¿Le asiste razón al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira al declarar su impedimento para continuar conociendo el proceso penal seguido en contra de EFRG y de la investigación radicada con el # 73001 61 00 000 2018 00013 que se tramita en contra del ciudadano WRL?
- Solución: 
Antes de darle una solución a este asunto, es importante recordar que el instituto de los impedimentos y recusaciones se da dentro de nuestro ordenamiento jurídico penal como una manifestación del principio de imparcialidad consagrado en el artículo 5º de la Ley 906 de 2004, que a su vez responde a lo establecido en los artículos 29, 228 y 230 constitucional. Frente al tema ha dicho la Sala de Casación Penal:

“2. Las instituciones de los impedimentos y las recusaciones están fijadas constitucional y legalmente para la preservación y defensa del derecho a ser juzgado por funcionarios imparciales, alcanzando la categoría de derecho fundamental porque hace parte del derecho a un proceso con todas las garantías y previsto así mismo en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos como en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de New York
.

3. En esta materia rige el principio de taxatividad según el cual solo integra motivo de excusa o de recusación aquel que de manera expresa se señala en la ley, lo que hace exclusión de la analogía, además que a los jueces les está vedado separarse por su propia voluntad de sus funciones jurisdiccionales y a los sujetos procesales no les está permitido escoger a su arbitrio la persona del juez, de manera que las causas que dan lugar a separar del conocimiento de un determinado asunto a un funcionario judicial no pueden deducirse por similitud ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez. 

4. Este axioma -o derecho a un tribunal imparcial- derivado de los artículos 209 y 13 de la Constitución Política en cuanto la función pública de administrar justicia así lo reclama lo mismo que el trato igual para todas las personas de parte de las autoridades, se ha concebido como esencial del debido proceso en el sentido que junto a dos partes parciales, tiene que existir un tercero imparcial,  extraño a la causa y ajeno a las posiciones de intereses de ellas -el juez-, principio de alcance general puesto que tiene aplicación en todos los tipos de procesos y sistemáticas procesales
.”

Teniendo en cuenta lo anterior, al momento de plantear una causal de impedimento o recusación, el Juez o la parte que la solicitan deben dejar claro cuál es la que están invocando, esto es, debe ser clara y apegada a lo establecido en las normas para cada caso concreto, pues como se señaló en la cita jurisprudencial de arriba, frente a esas figuras rige el principio de taxatividad, por ende, no cabe la analogía. 

En ese orden de ideas, valga decir que en el ordenamiento penal colombiano la institución de los impedimentos y recusaciones está consagrada en los artículos 52 a 65 del Código de Procedimiento Penal, siendo el primero de los mencionados el que contiene las causales que se pueden invocar.

Aterrizando lo anterior al caso concreto, y en atención las causales de impedimento aducidas por la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, las que se encuentran establecidas en los numerales 4° y 6º del artículo 56 del C.P.P. en los siguientes términos: 

“4. Que el funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguna de las partes, o sea o haya sido contraparte de cualquiera de ellos, o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso.”

“6. Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso...”. 

Ello por cuanto, tal y como se señaló dentro del presente proveído, dicha funcionaria había expedido una sentencia condenatoria en contra de unos de los aquí coprocesados, específicamente de la señora APH por los delitos de concierto para delinquir con fines de extorsión y extorsión agravada, luego de que esta decidiera allanarse a dichos cargos en la audiencia de juicio oral, sumado al hecho de que en la actualidad se encuentra adelantando el juicio respectivo dentro del proceso que se sigue en contra del señor WRL, en el cual se han practicado al menos 7 testimonios en los que se ha hecho un señalamiento directo en contra del procesado EFRG y los vínculos que este tiene con el señor WRL, situaciones que afectan la imparcialidad y objetividad en la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira.
Para resolver lo anterior, se hace necesario señalar que para la procedencia de la aludida causal de impedimento, se torna necesario que la participación del funcionario judicial haya sido relevante es decir que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él se espera, es decir que ese tipo de participación debe corresponder a hechos que sean ajenos a las funciones jurisdiccionales concedidas al encargado de resolver el caso en conflicto, ya que si tal anterior participación tuvo su razón de ser en el desempeño del cargo de Juez, es obvio que no tendría cabida tal causal de recusación, ya que por el simple hecho que un Juez le haya correspondido desatar algún tipo de petición, ello no implica de manera automática que deba declararse impedido por tener comprometido su criterio cuando nuevamente alguna de las partes proceda a formularle una petición similar con base en una nueva argumentación o acudiendo a otras premisas.

En este sentido, teniendo en cuenta el grado y la forma de participación que hasta ahora ha tenido el A quo en el proceso, la Corte Suprema de Justicia ha sido clara en señalar que esta causal no se aplica por ejemplo a los Jueces que han evaluado preacuerdos con otros sujetos procesales por los mismos hechos que le corresponde juzgar, puesto que el funcionario judicial en momento alguno compromete su criterio e imparcialidad, cuando decide proferir un fallo como consecuencia de la aprobación de un preacuerdo o allanamiento, y este se  fundamenta en aspectos que no impliquen un profundo análisis del acervo probatorio o de disquisiciones que generen sesudas valoraciones probatorias. 

De igual forma la Corte ha señalado que no basta con que el Juez haya adoptado varias decisiones respecto a unos mismos hechos o dentro de un mismo asunto, como lo es la declaratoria de preclusión o la aprobación de un preacuerdo, para que se genere el impedimento, pues, se hace menester consultar no solo el tipo de intervención realizado por el fallador, sino que se debe verificar si objetiva y materialmente lo que dijo en esos pronunciamientos tiene la entidad suficiente para poner en tela de juicio su imparcialidad y neutralidad.

Sobre tal tópico, la Corte Constitucional en reciente pronunciamiento, dijo lo siguiente: 
“3.4.2. Respecto a la causal 6ª alegada por el peticionario, en relación con que el funcionario recusado participó dentro del proceso, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha señalado:

 

“Frente a esta causal, la Sala tiene establecido que la comprensión de este concepto no debe asumirse en sentido literal sino que es preciso que esa intervención, para que adquiera un efecto trascendente acorde con los fines de la norma, tenga la aptitud suficiente para comprometer la ecuanimidad y la rectitud del funcionario. Su actividad dentro del proceso, debe haber sido esencial y no simplemente formal, de fondo, sustancial, trascendente, que lo vincule con la actuación puesta a su consideración de tal manera que le impida actuar con la imparcialidad y la ponderación que de él esperan no solamente los sujetos procesales sino la comunidad en general." 

 

En este sentido, teniendo en cuenta el grado y la forma de participación en el proceso, la Corte Suprema de Justicia ha sido clara en señalar que esta causal no se aplica por ejemplo en los jueces de ejecución que previamente participaron en el procedimiento en calidad de falladores de conocimiento, ni a los funcionarios que han evaluado preacuerdos con otros sujetos procesales por los mismos hechos que le corresponde juzgar. En todo caso, como la afectación del principio de imparcialidad depende del grado de intervención y del contacto del funcionario judicial con los medios de juicio, siempre debe examinarse en cada asunto antes de separar al juez de su conocimiento, “porque el instituto de los impedimentos y las recusaciones se rige por los principios de taxatividad y excepcionalidad”.”

A la luz de todo lo dicho hasta el momento, si bien es cierto que de conformidad con las piezas procesales obrantes en el expediente, durante el desarrollo de la vista pública celebrada el 9 de septiembre de 2.021, la señora ADRIANA DEL PILAR LLANOS HERRERA, manifestó su intención de allanarse a los cargos por los cuales fue convocada al juicio, de manera libre y voluntaria, y en razón a ello, dictó sentencia condenatoria en su contra, proveído en el que en la parte inicial del apartado de consideraciones, trajo a colación la situación fáctica que dio origen a la investigación que se adelanta en contra de los señores  DABG, EFRG  y otros, indicando de manera generalizada la labor que cada uno de esos ciudadanos ejercía al interior de la empresa criminal a la que presuntamente se encontraban vinculados, la cual operaba desde el interior del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Ibagué, la cual aparentemente estaba dedicada a la realización de llamadas extorsivas, lográndose establecer más de 23 eventos de tal naturaleza. Sin embargo, en dicho proveído no se hizo una relación detallada ni concreta de los elementos de prueba a través de los cuales se podía inferir que el señor EFRG había participado de los sucesos investigados, ni mucho menos respecto al señor WRL, de quien solo se advirtió que este “lideraba” dicha banda delincuencial, replicando la información y/o tesis propuesta por el Ente Investigador en el libelo acusatorio. 

Igualmente, la funcionaria de primer nivel, mencionó de manera categórica que lo relativo a la participación de las personas en comento se encontraba soportada a través de las entrevistas vertidas por las personas que resultaron afectadas con la comisión de la conducta punible, los comprobantes de giros y las interceptaciones realizadas a cinco líneas en particular, pero frente a ello, a tales E.M.P., no se hizo referencia detallada a los motivos por los cuales estos soportaban la acusación que recae sobre todos aquellos sujetos.
La titular del despacho fallador refirió que en presente asunto se configuraban los elementos estructurales de la conducta punible tal y como se desprendía de los E.M.P. allegados a la investigación, aunado a que la señora ADRIANA DEL PILAR LLANOS HERRERA había tomado la decisión de allanarse de manera voluntaria que se le endilgaban, lo cual permitían proferir una sentencia condenatoria en su contra. 
Con base en lo anterior, la Sala considera que la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira no realizó un análisis pormenorizado de los E.M.P. allegados por el Ente Investigador, y sólo se limitó a mencionar algunas situaciones que se plasmaban en los mismos, con lo cual no efectuó ninguna ponderación frente a los medios de prueba y evidencias con las cuales contaba la F.G.N. para soportar la acusación formulada en contra de la totalidad de los procesados y respecto a la pluralidad de conductas punibles que se investigan.  

Lo dicho hasta el momento permite inferir que la imparcialidad de la falladora no se ha visto afectada, ni se puede decir que las decisiones adoptadas por los mismos hechos acá investigados se constituyan en un prejuzgamiento en contra de las demás personas que están siendo investigadas por los mismos hechos objeto de persecución penal, pues el análisis que se realizó respecto de las otras dos personas que fueran capturadas por estos mismos hechos junto la señora LLANOS HERRERA, se desarrolló de manera independiente y en ninguna de ellas el Juez hizo una afirmación que comprometiera de manera alguna la presunción de inocencia que cobija los señores EFRG y WRL, respecto a las conductas punibles que se investigan, puesto que hasta el momento no existe debate probatorio que pueda dar una conclusión en tal sentido, y por ello se itera, que la funcionaria de marras en la sentencia expedida el 11 de febrero de hogaño, mencionó de manera objetiva lo plasmado en alguno de los medios de prueba habidos en el proceso, pero no realizó una valoración subjetiva de la cual se establezca, a manera de ejemplo, la manera en la que cada una de las personas vinculadas a la presente investigación presuntamente participó en los hechos delictivos, pues entre otras situaciones, no se especificó el aporte realizado por cada uno de ellos para la comisión de la conducta punible, sobre qué versaban las interceptaciones telefónicas y quiénes de ellos comprometían, etc., y lo señalado por la juez falladora, se limitó a la órbita de acción de la señora ADRIANA DEL PILAR LLANOS HERRERA respecto a las dos conductas que fueron objeto de su allanamiento a cargos. 
Resulta imperioso señalar que, pese a que la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializada de Pereira, viene adelantando por cuerda procesal separada lo relativo al juzgamiento del señor WRL,  y que dentro de dicha causa ha recepcionado algunos testimonios mediante los cuales, según sus dichos, se hace un señalamiento en contra del señor EFRG, ello no puede constituir un fundamento para que dicha funcionaria se aparte del conocimiento del proceso que se sigue en contra del último de los mencionados, pues el período probatorio no ha culminado, y las aseveraciones realizadas por las personas que han estado prestas a declarar, deben ser corroboradas de manera periférica con los demás elementos de prueba allegados por los intervinientes, lo cual a la fecha no ha sucedido, permaneciendo incólume la presunción de inocencia de los dos coprocesados.  

A la luz de lo anterior, no considera la Colegiatura que las intervenciones realizadas por la Jueza Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira, con la verificación del allanamiento a cargos por parte de la señora LLANOS HERRERA y expedición de la respectiva sentencia, haya comprometido en momento alguno su imparcialidad o su criterio frente a este caso, razón por la cual no se aprecia como necesaria su separación para continuar adelantando las causas que se tramitan en contra de los ciudadanos EFRG y WRL. 
En ese orden de cosas, se declarará infundado el impedimento propuesto por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, y en consecuencia se dispondrá la remisión de las diligencias a ese despacho judicial para que continúe con el trámite correspondiente.

En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO el impedimento propuesto por la Juez Segunda Penal del Circuito Especializado de Pereira, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DISPONER la remisión de las diligencias al despacho de conocimiento, para que continúe con el trámite correspondiente, notificando esta decisión a todas las partes intervinientes dentro del proceso. 

TERCERO: Declarar que en contra de esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Por ejemplo, María del Carmen Calvo Sánchez, «Imparcialidad: abstención y recusación en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero», Responsa iurisperitorum digesta, volumen II, Salamanca, Ediciones Universidad de Salamanca, 2001, p. 90.


� Art. 73, Ley 94 de 1938; art. 78, Decreto 409 de 1971; art. 103, Decreto 050 de 1987; art. 103, �Decreto 2700 de 1991, modificado por el art. 15 de la Ley 81 de 1993; art. 99, Ley 600 de 2000; y art. 56, Ley 906 de 2004. Y, provs. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, 20 de agosto de 1992, rad. 5044, 23 de marzo de 2000, rad. 14536, 8 de noviembre de 2000, rad. 14078, 7 de mayo de 2002, rad. 19300, 18 de febrero de 2004, rad. 21921, 16 de marzo de 2005, rad. 23374, 30 de noviembre de 2006, rad. 26453, entre otras. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 5 de julio de 2007, radicación No. 27775, M.P. Dr. Yesid Ramírez Bastidas  


� Corte Constitucional, sentencia T-305 de 2017.
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